	Fecha
	22 de octubre de 1979
	Sesión número
	60

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LOUIS ARTHUR DUCOUDRAY VARGAS / GERENTE DUCOUDRAY LTDA.

	Recurrido: MINISTRA DE CULTURA, JUVENTUD Y DEPORTES, MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y PROCURADORA GENERAL DE LA REPÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que presentó denuncia por invasión de su finca N° 98.158 del Partido de San José, la cual fue archivada por intervención del Ministerio de Cultura y Deportes indicando que se expropiaría; Ministerio que entró en posesión de la misma, sin que se haya mediado la indemnización conforme a la Ley. Que por Decreto Ejecutivo número 9815 T del 26 se expropió a su representada de la finca N° 94.078, del Partido de San José, la cual se encuentra en posesión absoluta del MOPT sin que medie pago de la indemnización previa. 

	Respuesta del recurrido: Informa la Ministra de Cultura, Juventud y Deportes que inició gestiones ante la Tributación Directa a efecto de lograr el avalúo de la finca N° 98158, con miras a una posible expropiación futura pero al constatarse el elevado precio del inmueble y no contando el Ministerio con fondos suficientes para cubrirlo, los trámites administrativos de expropiación se paralizaron, no habiendo entrado en posesión del inmueble señalado. 

Informa el Ministro de Obras Públicas y Transportes que la finca N° 98.158 fue invadida por precaristas, y a efecto de solventar el problema el Poder Ejecutivo, con la anuencia de los propietarios, emitió el Decreto Ejecutivo N° 9815 T, relativo a la expropiación de la finca N° 94.078, cuyo avalúo comprendió únicamente el valor del terreno por existir duda en cuanto a mejoras, lo que ha originado la realización de nuevos estudios para fijar avalúo. Que hasta tanto no proceda el pago del bien inmueble referido, el MOPT no hará ningún trabajo en la propiedad. Que del recurso interpuesto se deduce que la pretensión de la recurrente se circunscribe a que, por vía de Amparo, se exija al Estado el cumplimiento de la obligación derivada del Decreto emitido, tratándose de un caso de legalidad.

Informa la Procuradora General de la República que el Poder Ejecutivo trató de buscar solución a la invasión de precaristas mediante la adquisición de un terreno en el que pudieran construirse viviendas de bajo costo. Que mediante Decreto Ejecutivo N° 9815-T, de conformidad con la Ley de Caminos Públicos, se ordenó la expropiación de la finca N° 94.078 del Partido de San José. Que el recurso no dice correctamente en qué consiste su violación del artículo 45 constitucional, ni cuáles fueron los actos realizados o dejados de realizar por ese Despacho. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los terrenos invadidos son parte de la finca N° 94.078. El recurso carece de fundamento en lo que se refiere a la Ministra de Cultura, Juventud y Deportes, pues no hay prueba de que funcionarios de ese Ministerio ocuparan la finca N° 98.158. Procede declarar sin lugar el recurso de Amparo en cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la señorita Procuradora General de la República, pues existe consentimiento presunto de los actos que se acusan como violatorios de la garantía prevista en el artículo 45 de la Constitución Política, todo en relación a la finca N° 94.078, de conformidad con en el artículo 3°inciso d) de la Ley de Amparo.   Los Magistrados Retana, Arroyo, Blanco, Fernández y Carvajal, declaran con lugar respecto del Ministro de Obras Públicas y Transportes.


N° 60
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veintidós de octubre de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Retana, Arroyo, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Zabaleta, Villalobos, Porter, Benavides y Saborío.
Artículo VII
Se entró a resolver el recurso de Amparo que interpone el señor Louis Arthur Ducoudray Vargas en su carácter de  Gerente de la sociedad “Ducoudray Limitada”, contra la señora Ministra de Cultura, Juventud y Deportes, Doctora Marina Volio Brenes, contra el Ministro de Obras Públicas y Transportes, ingeniero Rodolfo Méndez Mata, y contra la señorita Procuradora General de la República, Licenciada Elizabeth Odio Benito.
El señor Ducoudray fundamenta el recurso en la siguiente exposición:
a) Contra la Ministra de Cultura, Juventud y Deportes Doctora Marina Volio de Trejos por los siguientes hechos: Mi representada es dueña de la finca inscrita en el Registro Público, Partido de San José tomo 1205, folio 491, número 98.158, asiento 2, que era terreno de cafetal sito en Hatillo del Cantón de San José contiguo a la escuela de la ciudadela denominada 15 de setiembre.  En el mes de marzo del año en curso fue invadida dicha propiedad por una serie de personas.  Presenté la denuncia respectiva a la Agencia Fiscal de Hatillo, diligencias que fueron archivadas por intervención del Ministerio de Cultura y Deportes indicando que dicha finca se expropiaría.  Y entró dicho Ministerio en posesión inmediata de la misma, solicitando el avalúo respectivo a la Dirección General de Tributación Directa.  Estoy enterado de que la semana próxima pasada el avalúo respectivo llegó a manos de la Ministra, sin que haya realizado el depósito respectivo a mi favor conforme a la Ley, habiéndose violado la  parte primera del artículo 45 de la Constitución Política, ya que se me ha privado de mi propiedad que se encuentra en posesión del Ministerio de Juventud Cultura y Deportes “PROMOCIÓN HUMANA” sin que se haya mediado la indemnización conforme a la Ley.  PRESENTO RECURSO DE AMPARO contra dicha funcionaria.- b) Contra el Ministro de OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES ingeniero RODOLFO MENDEZ MATA y la PROCURADORA GENERAL DE LA REPUBLICA en la persona de su titular LICENCIADA ELIZABETH ODIO BENITO por los siguientes hechos: Por Decreto Ejecutivo número 9815 T del 26 de marzo del año en curso publicado en La Gaceta del 28 de ese mismo mes, se expropió a mi representada DUCOUDRAY LIMITADA de la finca inscrita en el Partido de San José, tomo 1162, folio 57, número 94.078, asientos 8 y 9.  Dicha finca se encuentra en posesión absoluta de dicho Ministerio, es decir, se ha privado a mi representada de su propiedad sin que medie la indemnización previa y estoy enterado que ya ha sido fijado conforme a la Ley el avalúo por parte de la Tributación Directa desde la semana próxima pasada.
Al contestar el recurso, la doctora Marina Volio Brenes expresó lo siguiente: 1) En cuanto al hecho que motivó el recurso presentado en mi contra, manifiesto que no es cierto que por intervención mía o de personal subordinado o autorizado se hayan archivado las diligencias que, según señala la actora se tramitaban en la agencia fiscal de Hatillo.  No es cierto tampoco, que se haya indicado que la propiedad de la recurrente se expropiaría en forma inmediata y como consecuencia de lo dicho tampoco es cierto que el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, haya entrado, a la fecha, en posesión del inmueble de la sociedad actora. 2) Por iniciativa de miembros de la Asociación de Desarrollo de la Comunidad del lugar donde está situado el inmueble de la sociedad Ducoudray, la Dirección General de Educación Física y Deportes, inició gestiones ante la Tributación Directa a efecto de lograr el avalúo de los terrenos de la citada sociedad, con miras a una posible expropiación futura, para la construcción de canchas deportivas.  El citado avalúo, por la suma  de un millón doce mil cuatrocientos once colones, fue recibido por el Director General de Deportes a.i. el 5 de julio anterior y remitido a mi Despacho el 10 del mismo mes.  Al constatarse el elevado precio del inmueble que pretendíamos adquirir y no contando el Ministerio y la Dirección General de Deportes con los fondos suficientes para cubrirlo, los trámites administrativos de expropiación se paralizaron, no habiendo entrado en posesión del inmueble señalado. 3) En cuanto al recurso presentado en contra del Ministro de Obras Públicas y Transportes y la suscrita, se hace una muy grave confusión cuando se señala que el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes entró en posesión inmediatamente la finca de la actora y seguidamente hace énfasis en que esa misma finca se encuentra en posesión absoluta del Ministerio de Obras Públicas y Transportes.  Nos atribuyen a ambos Ministros la comisión de un mismo hecho, lo que resulta ser imposible y carente de veracidad. 4) La recurrente señala que es dueña de la finca inscrita en el Registro Público Partido de San José al tomo 1205, folio 491 número 98158 asiento 3 y que es, según lo manifiesta, el inmueble en que entró en posesión este Ministerio, lo que resulta absurdo ya que la finca que se expropió es la inscrita al mismo partido pero al tomo 1162, folio 57, numero 94078 asientos 8 y 9 situada en Hatillo distrito décimo del Cantón Central de la Provincia de San José.  Es claro entonces que la finca número 98158 es la que este Ministerio pretendía adquirir por medio de la expropiación a que se hace mención anteriormente y cuyo trámite, repito, se paralizó y no se entró en posesión de ella. 5) Señala la Ley de Amparo en su artículo 8 que “el recurso de Amparo expresará con la mayor claridad a amenazado (sic) o violado, el funcionario o empleado autor de la amenaza o el agravio y las apruebas del cargo”.  La recurrente no ha cumplido con lo preceptuado con el texto legal citado.
Por su parte el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, ingeniero Rodolfo Méndez Mata, rindió el informe así: Como expresamente lo manifiesta la recurrente, efectivamente la finca número 98.158 del Partido de San José y objeto del presente recurso fue invadida por una serie de personas.  Tal circunstancia originó, a efecto de solventar el problema de esos precaristas, que el Poder Ejecutivo con la anuencia de los propietarios procediera a realizar los trámites previos a la adquisición del referido inmueble.  Fue así como en fecha 26 de marzo de 1979, se emitió el Decreto Ejecutivo N° 9815 T, publicado en la Gaceta N° 61 de 28 de marzo de 1979,  que decretaba la expropiación de la finca inscrita en el Partido de San José, tomo 1162, folio 57, número 94.078 asientos 8 y 9, situada en Hatillo, distrito décimo, cantón Central de la Provincia de San José.  El procedimiento por la vía del Decreto Ejecutivo se realizó a efecto de levantar el expediente administrativo que corresponde y proceder a efectuar la estimación de dicha propiedad, conforme lo establecía el artículo segundo del mencionado decreto. Consecuentemente se procedió a: confección de los planos, estudio de Registro Público, emisión de la certificación de propiedad de la finca afectada y demás diligencias administrativas que estos trámites conllevan, quedando de esta forma integrado el expediente administrativo número 21.744.  Con fecha 21 de mayo del presente año, tal expediente fue remitido por la Dirección General de Asuntos Legales a la Sección de Avalúos Especiales de la Tributación Directa, con la solicitud que se procediera a efectuar el peritaje y fijar el precio de la finca relacionada así como el de las mejoras existentes.  Por oficio N° 526 de 22 de junio de 1979, suscrito por el Jefe del Departamento de Avalúos Especiales de la Tributación Directa se remitió mediante avalúo N° 16.649 Av. E, el dictamen solicitado.  Tal avalúo comprendió únicamente el valor del terreno por existir duda en cuanto a algunas mejoras que constaban en la propiedad, lo que ha originado la realización de nuevos estudios necesarios para la prosecución de estas diligencias.  Conforme a lo indicado hasta tanto no proceda el pago del bien inmueble referido, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes no hará ni ordenará hacer ningún acto o trabajo que afecte dicha propiedad, no viéndose en modo alguno cual puede ser el derecho afectado por el Estado, puesto que la citada propietaria puede vender, gravar, hipotecar, permutar o realizar cualquier acto característico del dominio, siguiendo los procedimientos administrativos legales vigentes.-  No obstante, del recurso interpuesto se deduce (ya que no se aporta ninguna prueba de que la Administración haya ocupado la propiedad referida), que la pretensión de la recurrente se circunscribe a que por vía de Amparo se exija al Estado el cumplimiento de la obligación derivada del Decreto emitido (pago del inmueble afectado); pero ninguna disposición constitucional autoriza medios de carácter coercitivo y directo para lograr el pago de las deudas a cargo del Estado, de modo que si algún órgano de la Administración hubiese  incurrido en algún infracción por los motivos que invoca la recurrente, la correspondiente infracción no sería de carácter constitucional sino legal y entonces al tratarse de un caso de ilegalidad no se debió acudido a la vía de Amparo.  Así las cosas tenemos que no es cierto que se haya violado el artículo 45 de la Constitución Política.  Dejo de esta forma informada a la estimable Corte Suprema de Justicia de los actos realizados por el Ministerio.  Esta exposición de hechos demuestra que el Estado no ha entrado en posesión del bien inmueble propiedad de Ducoudray Limitada, sino que el mismo por Decreto Ejecutivo, conforme a lo señalado en nuestro ordenamiento jurídico, ha procedido a realizar trámites de adquisición de dicho bien y que en la actualidad todavía no han sido finiquitados.
Finalmente, la licenciada Elizabeth Odio Benito, en su carácter de Procuradora General de la República, se refirió al recurso en los siguientes términos: 1) A mediados del mes de febrero de este año, un grupo de aproximadamente doscientas familias, con niños de corta edad, de ínfimos recursos económicos y procedentes tanto de zonas urbanas como rurales, que se auto designó “Los nietos de Carazo” dizque por ser el Año Internacional del Niño y tomando en cuenta que el Primer Mandatario tiene nietos que son infantes, ocuparon un terreno de propiedad particular, de una extensión  de dos manzanas, situado en Hatillo, “donde de la noche a la mañana levantaron tugurios”. (La Nación, 25 de marzo de 1979). 2) Posteriormente un comité de representantes del así denominado grupo “Nietos de Carazo” realizó gestiones ante diferentes organismos públicos, como el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y ante la propia Presidencia de la República, en busca de alguna solución a su problema. (Diario La República 25 de marzo de 1979). 3) Esta gente menesterosa realizó varios actos de manifestación ante los organismos administrativos, entre ellos la toma de un autobús que llevaron frente a las oficinas públicas; así como algunos desfiles o marchas callejeras, todo con el afán de llamar su atención, y lograr que se acogieran sus peticiones. (Así consta en informaciones de los medios periodísticos de la época). 4) El Poder Ejecutivo, preocupado por el problema social de esas doscientas familias, trató de buscarle solución mediante la adquisición de un terreno en el que pudieran construirse viviendas de bajo costo (aproximadamente de C7.19.500 c/u cuyo financiamiento se haría por parte de los propios vecinos, en un plan coordinado entre el IMAS y el INVU. 5)  Con el propósito expresado en el punto precedente, los funcionarios públicos entraron en conversaciones con la empresa Ducoudray Limitada a la sazón propietaria de un inmueble apto para construir, ubicado al costado noreste de la Ciudadela 15 de setiembre, limitado de un lado por la Autopista de Circunvalación en proceso de construcción y de otro por la carretera que va de Hatillo a Alajuelita. 6) Sin haberlo dado a la publicidad, con el fin de evitar posibles invasiones de nuevos parásitos, y contando con la anuencia de los propietarios, los organismos públicos realizaron trabajos de limpieza y nivelación de los terrenos de modo que fueren aptos para construir. 7) El día 24 de marzo de 1979 (sábado) a las ocho y treinta de la mañana se hicieron presentes en los terrenos propietarios de la sociedad Ducoudray Ltda., los señores Lic. José Rafael Cordero Croceri, Ministro de la Presidencia y el Ing. José María Borbón Gerente del INVU quienes anunciaron a los precaristas que el Gobierno de la República por medio de los organismos competentes, los haría legalmente propietarios de un lote de aquel terreno y que les brindaría ayuda para la construcción de las viviendas. 8) En esa misma oportunidad el señor Ministro de la Presidencia, expresó claramente ante los vecinos y representantes de la prensa escrita y hablada, que “los terrenos serán expropiados a la familia Ducoudray y el Decreto respectivo será publicado en el Diario Oficial el próximo martes”.  Asimismo manifestó el Representante del Estado, estar muy complacido “de que por encima de todo se respete la juridicidad y que la situación se canalice ahora conforme a la legislación costarricense”, (Diario La Nación, 25 de marzo de 1979). 9) En días anteriores a la visita de los funcionarios públicos  a los terrenos que le serían expropiados a la hoy recurrente, los beneficiaros de las parcelas habían concurrido ante los abogados del Departamento Legal del INVU para firmar los correspondientes documentos a fin de legalizar su situación y poder comenzar a edificar sus casas. 10) Finalmente, el día 28 de marzo de 1979, miércoles, un día después de lo prometido por el señor Ministro de la Presidencia, se publicó en la Gaceta el Decreto Ejecutivo N° 9815-T de 26 de marzo de 1979, en el cual, de conformidad con la Ley de Caminos Públicos N° 5060 de 22 de agosto de 1972, y Ley de Creación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se ordenó la expropiación de la finca N° 94.078 inscrita en el Partido de San José, situado en Hatillo, distrito décimo del cantón central de la Provincia de San José, que es el inmueble inicialmente ocupado por los “Nietos de Carazo” con el fin de dedicarlo a la construcción de un “Polideportivo” para ser utilizado por los vecinos de la Ciudadela 15 de setiembre y los nuevos pobladores de la zona, antes mencionados.  De la simple lectura de los hechos se deduce que en ningún momento se ha lesionado el derecho de propiedad de la recurrente.  Las acciones que culminaron con la ubicación de las familias indigentes en terrenos de su propiedad, se ajustaron a la ley y al Derecho, sin que se noten actos o actuaciones violentas, arbitrarias o ilegales.  No obstante que lo anterior basta para que este Alto Tribunal fundamente el rechazo del recurso, me referiré de seguido a otras razones para desestimarlo. SOBRE LA FORMA. En inobservancia absoluta de lo dispuesto por el artículo 8 de la Ley de Amparo, el recurso que nos ocupa adolece de una grosera falta de precisión.  Muy poco o casi nada de lo preceptuado por el texto legal se ha cumplido en el presente caso. Nótese que en mi caso (Procuradora General) no se dice correctamente en qué consiste mi violación del artículo 45 constitucional, ni cuáles fueron los actos realizados o dejados de realizar por este Despacho que puedan dar lugar a una amenaza o violación del derecho de propiedad.  Asimismo, en el caso de los Ministerios de Obras Públicas y Transportes y de Cultura Juventud y Deportes, se hace una grave confusión al pretender atribuirles la comisión de un mismo hecho, lo cual resulta materialmente imposible, y en este caso concreto, apartado de la verdad.  No es cierto que el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes haya entrado en posesión del inmueble y menos aún podría serlo si como por otro lado afirma la recurrente, la misma finca se encuentra en posesión absoluta del Ministerio de Obras Públicas y Transportes.  Por otro lado, de acuerdo con el artículo 6° de la ley de Amparo, el tribunal competente para conocer el recurso lo será la Corte Plena “si la acción u omisión que viola el derecho o que amenaza violarlo, emanare del Presidente de la República, de los Ministros de Gobierno, de los Gobernadores de Provincia, y de los Comandantes de Plaza, o del Director General de la Guardia Civil”.  En mi caso, equivoca la recurrente el Tribunal que debe conocer el recurso, debiendo necesariamente oponérsele en este punto la excepción de incompetencia por el grado. SOBRE EL FONDO: Sobre la expropiación forzosa por motivos de necesidad social o interés público han sido claros y terminantes nuestro Tribunales y acordes los fallos en cuanto a que el órgano competente para declarar el interés público en las expropiaciones es el Poder Ejecutivo, en uso de las facultades discrecionales de que dispone, sin otras miras que la conveniencia pública (Fallo de Corte Plena, sesión extraordinaria N° 33 de 3 de agosto de 1972).  Quiere ello decir que una vez promulgado el decreto de expropiación queda declarado el interés público que motiva la privación del derecho de propiedad del particular y desaparece cualquier viso de ilegalidad que pudiera haber padecido la actividad de los órganos de la administración.  En el caso que nos ocupa no existe ningún acto de acción o de omisión de la autoridad pública que pueda tacharse como clara y directamente encaminado a usurpar, desposeer, perturbar o de algún modo lesionar el derecho de propiedad o siquiera menoscabar alguno de los derechos derivados del dominio.  El acto de ocupación de la finca N° 94.078 propiedad de la sociedad recurrente fue totalmente legítimo, realizado en forma pública, quieta y pacífica y mejor aún, con el asentimiento de los legítimos propietarios que, en cualquier caso, quedó plenamente convalidado y legitimado mediante la promulgación del Decreto Ejecutivo N° 9815-T.  Se trata pues de un acto consentido y posteriormente legitimado.  Si bien se mira el recurso, nos damos cuenta que en la realidad la inconformidad de la recurrente, expresada en la demanda, se origina en el hecho de que aún no se le ha depositado la cantidad fijada como precio en el avalúo respectivo.  Así las cosas, tenemos que no es cierto que se haya violado el artículo 45 de la Constitución Política por parte de los funcionarios públicos, puesto que la indemnización en ningún momento le ha sido negada a la recurrente, lo que sucede es que el correspondiente pago debe hacerse respetando las leyes hacendarias vigentes y cumpliendo con los trámites administrativos previos, necesario para poder poner el dinero a la disposición del propietario.  Cosa muy diferente a una expropiación sin resarcimiento alguno.  Si por tal motivo fuera posible establecer un recurso de Amparo, el demandado no debería ser ninguno de los funcionarios demandados por la actora.  Existen sí, acciones legales que los administrados pueden intentar para lograr el pago de sus créditos frente al Estado, pero no es por la vía del amparo que deben tramitarse.  En resumen, por no existir de parte de los funcionarios públicos recurridos, la comisión de actos arbitrarios, violentos, o abusivos o bien de omisiones maliciosas que lesionen o amenacen con lesionar el derecho de propiedad de la actora, y al existir, por el contrario, un proceso legal de expropiación sustanciado de acuerdo con las disposiciones del artículo 23 de la Ley General de  Caminos Públicos y la Ley de Creación del Ministerio de Transportes, no puede haber presente Recurso de Amparo debe ser rechazado  de manera total y definitiva, así lo solicito respetuosamente a esa Honorable Corte.-
Luego de una amplia deliberación, se acordó, por mayoría, declarar sin lugar el recurso interpuesto, con base en las siguientes razones:

I.- Se tienen por demostrados los hechos que se enumeran a continuación: 1° Que la sociedad comercial Ducoudray Limitada es dueña de las fincas inscritas en el Registro Público, Partido de San José, tomo mil doscientos cinco, folio cuatrocientos noventa y uno, número noventa y ocho mil ciento cincuenta y ocho, asiento dos y tomo mil ciento sesenta y dos, folio cincuenta y siete, número noventa y cuatro mil setenta y ocho, asientos ocho y nueve (escrito inicial, folio 9 y 10, y certificaciones folios 4 a 8). 2° Que la finca número noventa y cuatro mil setenta y ocho fue invadida, en el mes de marzo del corriente año, por un grupo de personas que luego adoptaron el nombre de “Nietos de Carazo” (ver escritos de contestación al recurso, folios 19 y20, 26 a 28, 32 a 40; inspección ocular de folio 40 y 41, practicada por el Juez Primero Penal, a quien esta Corte comisionó para ello; plano de folio 42, y fotografías de folio 45 a 53). 3° Que los terrenos correspondientes a esa finca fueron objeto de limpieza y nivelación por parte de organismos públicos (contestación de la Procuraduría General de la República, inspección ocular y fotografías citadas, mismos folios) 4° Que el Poder Ejecutivo, por Decreto N° 9815 –T de 26 de marzo de 1979, decretó la expropiación de un terreno de la finca, “necesario para el desarrollo de un programa de vivienda popular” (ver copia del Decreto a folio 25). 5° Que a la fecha de la presentación del recurso o de su contestación, no se había efectuado ningún depósito para entrar en posesión de la finca número noventa y cuatro mil setenta y ocho (escrito inicial, folio 10, y contestación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y de la Procuraduría General).-
II.- No se ha demostrado en qué fecha se iniciaron los trabajos de limpieza y nivelación de la finca número noventa y cuatro mil setenta y ocho, pues la señorita Procuradora General – que admitió ese hecho al contestar el recurso – no mencionó la fecha exacta, aunque al parecer ello ocurrió en los días inmediatos anteriores a la del Decreto de expropiación, es decir, después de que la finca fue ocupada por las personas que hicieron llamarse “Nietos de Carazo”, contra quienes el amparo no se dirige ni podría haberse interpuesto.  Tampoco está demostrado que todas o algunas de las personas que forman ese grupo, invadieran la finca número noventa y ocho mil ciento cincuenta y ocho, ni que el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes o el de Obras Públicas y Transportes, o la Procuraduría General de la República, hayan realizado actos de posesión sobre el inmueble.  Hasta donde las pruebas recibidas permiten afirmarlo, los terrenos invadidos no son parte de esa finca sino de la otra (la N° 94.078) conforme se deduce de la inspección ocular, en cuya acta el señor Juez anotó: “Esta propiedad (N° 98.158) se observa completamente despoblada, es decir, no existe construcción de ninguna naturaleza”.  Queda así en pie, sin prueba en contrario, lo que expresó la señora Ministra, doctora Volio Brenes, en el escrito de contestación, al explicar que se habían iniciado gestiones de avalúo con miras a una expropiación futura de la finca N° 98.158 para destinar el terreno a campos deportivos, pero que, en vista del elevado precio, los trámites se paralizaron, sin que se entrara en posesión del inmueble.  Véase también el plano de folio 17 y la certificación de folio 18, que corroboran las afirmaciones de la doctora Volio Brenes.
III.- De lo anterior se concluye que el recurso carece de fundamento en lo que se refiere a la señora Ministra de Cultura, Juventud y Deportes, pues ya se dijo que no hay ninguna prueba de que funcionarios de ese Ministerio ocuparan la finca número noventa y ocho mil ciento cincuenta y ocho, para establecer un campo de deportes, ni que en alguna otra forma hubiera sido inquietada la recurrente en el uso o disfrute de sus derechos de dominio sobre el inmueble.
IV.- También procede declarar sin lugar el recurso de Amparo en cuanto se dirige contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la señorita Procuradora General de la República, pues existe consentimiento presunto de los actos que se acusan como  violatorios de la garantía prevista en el artículo 45 de la Constitución Política, todo en relación a la finca numero noventa y cuatro mil setenta y ocho.  En efecto, aunque pudiera resultar dudosa la existencia de un acuerdo de partes para la expropiación decretada por el Poder Ejecutivo, pues sobre el particular ha guardado silencio el recurrente y el Ministerio no tuvo el cuidado de pre-construir prueba, lo cierto es que desde la publicación del Decreto expropiatorio ha transcurrido con ventaja el plazo de ocho días previsto en el artículo 3°inciso d) de la Ley de Amparo.  La afirmación del señor Ducoudray, de que a la fecha en que se planteó el recurso no había cesado la violación al artículo 45, resulta inatendible, porque la expresión empleada por el legislador en la citada regla del artículo 3° de la Ley, al decir que “se entenderá que ha habido consentimiento cuando hubieren transcurrido más de ocho días naturales desde que cesó la violación o amenaza de violación del derecho sin que el agraviado hubiere establecido el recurso”, no excluye que esa inercia o falta de actividad produzca las mismas consecuencias tratándose de hechos que se mantienen en el curso del tiempo, cuando constituyen un simple efecto o resultado del acto que infringe el correspondiente derecho constitucional (ver Amparo que esta Corte resolvió en la sesión del primero de setiembre de 1977, artículo II). Una tesis contraria llevaría al absurdo de que, en tanto no se indemnice la expropiación de un bien, cualquier que sea el tiempo transcurrido, se mantendría el derecho a la vía de Amparo, al menos mientras no se produzca el plazo de la prescripción.  En el presente asunto, el señor Ducoudray expresó: “Por Decreto Ejecutivo número 9815 T del 26 de marzo del año en curso publicado en La Gaceta del 28 de ese mismo mes, se expropió a mi representada de la finca número 94.078. Dicha finca se encuentra en posesión absoluta de dicho Ministerio, es decir, se ha privado a mi representada de su propiedad sin que medie la indemnización previa…” (sic).  Ya se explicó que no hay certeza acerca de la fecha en que “los organismos públicos” a que se refiere la señorita Procuradora penetraron a la finca e iniciaron los trabajos de limpieza y nivelación de terrenos.  De modo que – en lo más favorable al recurrente- habría que tomar como punto de partida la fecha en que fue publicado el Decreto de expropiación, pues desde entonces bien pudo el señor Ducoudray plantear el recurso y fundamentarlo en los  hechos que expone, por lo que, al no haber gestionado dentro de los ocho días posteriores, con ello se extinguió – por consentimiento presunto – el derecho a pedir la protección en la vía del Amparo. Por lo demás, en lo que concierne a la señorita Procuradora General de la República y conforme ésta señaló en su contestación, cabe observar que el recurrente no dijo en qué consistían los actos violatorios de su derecho: y en todo caso, tampoco se ha demostrado actuación alguna de esa funcionaria que implique quebranto o amenaza de violación de los derechos de la firma “Ducoudray Limitada”, lo cual justifica, por ese solo motivo, desestimar el recurso en contra de aquella.
V.- Las razones expuestas dan mérito para denegar el Amparo y así lo declaran los Magistrados Coto, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Valverde, Zavaleta, Villalobos, Porter, Benavides y Saborío, sin perjuicio de que la sociedad plantee cualquier otra gestión administrativa o judicial, a fin de encontrar reparación al daño patrimonial que alega se le ocasionó.
Los Magistrados Retana, Arroyo, Blanco, Fernández y Carvajal, al igual que la mayoría y por las mismas razones, desestiman el recurso en cuanto a la señora Ministra de Cultura, Juventud y Deportes y a la señorita Procuradora General de la República, pero lo declaran con lugar respecto del señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, con base en los siguientes motivos:

I.- Al efecto los suscritos acogen la relación de hechos probados y no probados que contiene el razonamiento de mayoría.

II.- Es comprensible la actitud asumida por el Ministro de Obras Públicas y Transportes, porque se vio abocado a una difícil situación, con vista de la invasión y ocupación violenta que, en los terrenos propiedad del recurrente, hicieron varias familias.  Pero debe preocupar a la ciudadanía en general la inseguridad en que ha caído el derecho de propiedad que garantiza el artículo 45 de la Constitución Política, puesto que los hechos que motivaron la expropiación llevada a cabo en su contra “Ducoudray Limitada” si en verdad obedecieron a actos violentos realizados por situaciones sociales, la verdad es también que no se trata de “…un caso de guerra o conmoción interior…”, para que no sea indispensable la indemnización previa.  Podría catalogarse como interés público porque se trató de un problema social que el Poder Ejecutivo debió solucionar, pero de conformidad con la disposición constitucional la indemnización ha de ser previa o, por lo menos, inmediatamente después que el Ministerio y el INVU iniciaron trabajos en los terrenos con el fin de ayudar a las familias, o simultáneamente con el Decreto de Expropiación.  Pero está debidamente comprobado lo contrario, es decir, que a pesar de que el propietario ha esperado largos meses la indemnización, hasta el momento no se ha realizado.

III.- No es aceptable la tesis de que el acto fue consentido por la recurrente, por no haber reclamado dentro de los ocho días luego de promulgado el Decreto de Expropiación, o de la invasión, porque con la inspección ocular ordenada por la Corte, se comprobó que maquinaria se encontraba trabajando en la propiedad, la cual, a pesar de pertenecer  a una empresa particular, uno de los trabajadores que lo hacían por cuenta del INVU.  También en la citada inspección se constató que en esos terrenos se exhibe un gran rótulo que dice: “POR UNA COSTA RICA MEJOR PARA TODOS. INVU PROGRAMA 15 DE SETIEMBRE N°4”, con lo que está debidamente demostrado que la invasión persiste y la violación del derecho de propiedad ha sido continuada.  Y al respecto el inciso e) del artículo 3° de la Ley de Amparo lo que dice es que “Se entenderá que ha habido consentimiento cuando hubieren transcurrido más de ocho días naturales desde que cesó la violación del derecho sin que el agraviado hubiere establecido el recurso de amparo”, y quedó claramente expuesto que la violación no ha cesado aún.  Por todas esas razones la ocupación que se hace de los terrenos de la sociedad recurrente y la expropiación llevada a cabo mediante Decreto Ejecutivo, es violatorio de la garantía que establece el artículo 45 de la Constitución Política, por no haber habido indemnización previa cuando menos el depósito necesario para entrar en posesión provisional del inmueble.  Por lo demás, bien pudo consentir la propietaria el procedimiento de expropiación, es decir, que se le indemnizara.  Más si esto ha venido a sufrir tropiezos u obstáculos, en sí implica un cambio de actitud del Estado y el término para recurrir entonces, ha tenido que iniciarse a partir de ese cambio de conducta, pues ello no había sido consentido por la propietaria.  Cambio de actitud que, según la recurrente, ocurrió después de que la Tributación Directa fijó el avalúo “la semana próxima pasada”, circunstancia no contradicha por el recurrido; y  de ahí, que el término de ocho días para establecer el recurso no se había operado, en todo caso.
IV.- Si parece que el caso amerita un diferente trato para no obligar al señor Ministro a “…restituir al agraviado en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación…” porque se trata de un problema social que el mismo Gobierno se ha visto precisado a solucionar mediante su intervención para evitar choques personales entre propietarios e invasores.  Por esa razón lo pertinente es prevenirle que debe promover de inmediato las gestiones necesarias para que se proceda a la indemnización correspondiente (artículo 15 de la Ley de Amparo).-                                     
